Poder Judicial de la Nación


“MESTER, SERGIO ADRIÁN Y OTRO C/ MESTER, GASTÓN Y OTRO S/ SUCESIONES: ACCIONES RELACIONADAS” y su acumulado “MESTER, SERGIO ADRIÁN Y OTRO C/ MESTER, GASTÓN S/ COLACIÓN”

                                                     EXPTE. Nº 69.655/2010  y 69.658/2010    JUZG. 79






RECURSO Nº 601.945  604.203



En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los                                                           días del mes de Octubre de Dos Mil Doce, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en el recurso de apelación interpuesto en los autos caratulados: “MESTER, SERGIO ADRIÁN Y OTRO C/ MESTER, GASTÓN Y OTRO S/ SUCESIONES: ACCIONES RELACIONADAS” y su acumulado “MESTER, SERGIO ADRIÁN Y OTRO C/ MESTER, GASTÓN S/ COLACIÓN”,  respecto de la sentencia de fs. 172/175, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:




¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA?




Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores BEATRIZ  AREÁN - CARLOS ALFREDO BELLUCCI- CARLOS  CARRANZA CASARES -



A  la cuestión planteada la Señora Juez de Cámara Doctora Areán dijo:
                      I. La sentencia única dictada a fs. 172/175 de los autos caratulados “Mester, Sergio Adrián y otro c/ Mester, Gastón y otro s/ Sucesiones: Acciones relacionadas” y “Mester, Sergio Adrián y otro c/ Mester, Gastón s/ Colación” desestimó el planteo formulado por los coherederos Verónica Mester y Sergio Mester, contra Gastón Mester y Establecimiento El Paraíso S.A., manteniendo el plazo de indivisión de diez años, sin perjuicio del derecho de todos los herederos de efectuar la partición a efectos de percibir los frutos. Impuso las costas en el orden causado y difirió la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes.

                        Contra dicho pronunciamiento se alzaron Gastón Mester a fs. 178, Sergio Mester a fs. 181 y Verónica Mester a fs. 183 de los autos caratulados “Mester, Sergio Adrián y otro c/ Mester, Gastón y otro s/ Sucesiones: Acciones relacionadas”, siendo concedidos los respectivos recursos a fs. 180, fs. 182 y fs. 184. El primero también apeló a fs. 107/108, recurso concedido a fs. 109 de los autos y “Mester, Sergio Adrián y otro c/ Mester, Gastón s/ Colación”.

                        Gastón Mester expresó agravios a fs. 233/236, los que fueron respondidos a fs. 238/239. Protesta porque el juez de grado consideró que la porción disponible corresponde sólo al quinto de las acciones de la sociedad y que el exceso sólo se verificará con relación a los bienes que registralmente la integran.

                         Sergio Mester y Verónica Mester expusieron sus quejas a fs. 241/244, siendo replicadas a fs. 246/247. Cuestionan que se haya mantenido la indivisión de todos los bienes por considerarla excesiva, si se tiene en cuenta que apunta sólo a proveer a la manutención de la Sra. Martínez y a la explotación del campo inscripto a nombre de la sociedad. Señalan que la nombrada no habita en el casco ni tiene intención de hacerlo.

                           II. En razón de lo convenido en la audiencia celebrada el 19 de diciembre de 2011, e instrumentado mediante el acta de fs. 159/160 de los autos caratulados “Mester, Sergio Adrián y otro c/ Mester, Gastón y otro s/ Sucesiones: Acciones relacionadas”, ha quedado circunscripto el objeto litigioso a la interpretación y alcances de la cláusula testamentaria que estableció la indivisión por el plazo de diez años y limitada a la eventual disposición inmediata de los bienes que se adjudiquen o, en su defecto, a que esa posibilidad pueda hacerse efectiva transcurrido ese lapso desde la muerte de Eugenio Mester.

                             El 13 de mayo de 2009 el nombrado testó por acto público, expresando ser de estado civil divorciado de sus primeras nupcias y padre de tres hijos nacidos de su unión con quien fuera la cónyuge.

                              Instituyó únicos y universales herederos de todos sus bienes presentes y futuros, por partes iguales, a Sergio Adrián, Verónica y Gastón Mester, con derecho de acrecer.

                              Conforme a la cláusula sexta destacó que “es su voluntad que su hijo Gastón Mester lo suceda en la dirección, administración y en la toma de decisiones trascendentales de dicha sociedad para lo cual se torna necesario poseer mayoría en las asambleas de accionistas, motivo por el cual lega a su hijo el noventa por ciento de las acciones que tiene y le corresponden en la sociedad Establecimiento el Paraíso S.A. .
                               En la cláusula cuarta fijó el plazo de la indivisión de sus bienes (el destacado me pertenece) en diez años y aclaró que el objeto era el siguiente: A) El de dar manutención para la habitación de la compañera de sus últimos años Graciela Ramona Martínez, B) El de mantener la explotación de dicho campo. A tales fines, expresó que era su voluntad que el representante legal de la sociedad entregara a la nombrada, luego de que la decisión de la asamblea lo ratificara y por el plazo de diez años los recursos y bienes necesarios para solventar la tenencia sólo y únicamente del casco de la Estancia El Paraíso, ubicado en lotes delimitados por laguna artificial, monte en forma de ele y casa del encargado. El casco de una superficie aproximada de 6 Has. está formado por la casa principal, casa de huéspedes, casa del parquero, todas amobladas y equipadas, garaje, sala de juegos, quincho, corral alambrado con ciervos en su interior (treinta por entonces), pileta de natación con sus accesorios, cancha de tenis alambrada. Asimismo, expresó que era su voluntad que durante ese plazo fueran a cargo de los herederos los gastos de teléfono, luz, gas, impuestos que graven el inmueble, sueldos del personal, provisión de alimentos y cuidado de la salud de todos los animales del casco, limpieza de la pileta con agua filtrada desde el 25 de diciembre al 10 de marzo de todos los años, la provisión de determinada cantidad de leña y de tubos de gas. Esos gastos podían ser solventados con los dividendos de la sociedad. En el apartado d) señaló que debían continuar con la explotación del campo, manteniendo el mismo stock ganadero y distribuyendo las utilidades en abril de cada año.

                         En la cláusula séptima estableció que ese derecho de habitación y manutención a favor de la Sra. Martínez se estipulaba como legado, imponiéndole como única condición la utilización del casco en forma personal, no pudiendo cederlo ni arrendarlo.

                          Según la cláusula octava, como los legados debían ser abonados con la parte que la ley le permite disponer, en caso de no ser suficiente, es su voluntad que primero se pague el legado a su hijo Gastón y luego a la Sra. Martínez.

                          En la audiencia celebrada el 4 de octubre de 2011 Gastón Mester acompañó propuesta de acuerdo, obrando a fs. 137/138.

                          Existen también otros proyectos incorporados en autos a fs. 141/145 y correos electrónicos de fs. 146/149.


                            III. Para ejecutar debidamente un testamento es forzoso interpretarlo, cualquiera sea su claridad y simplicidad, esa tarea corresponde al juez del sucesorio, ya que la ejecución del testamento es precisamente uno de los objetos de ese juicio, por lo que no puede ser sino él quien interprete la última voluntad del ausente.


                           Escudriñar el testamento para extraer del mismo el verdadero último deseo del causante no siempre resulta sencillo, y es tarea de los jueces en definitiva determinar cuál fue el propósito que tuvo el testador para con sus bienes, a los fines de poder cumplir entonces con la voluntad de aquél. Para lograr una cabal y acertada interpretación de la última voluntad del causante debe estarse no sólo a la letra del testamento sino que deberá recurrirse a los hechos y circunstancias extrínsecas para que de esta manera pueda alcanzarse la verdadera intención del causante en oportunidad de testar (Conf. Russo, Federico, “La interpretación de las disposiciones testamentarias”, LL, 2007-A, 203).  

                           Para interpretar un testamento debe averiguar el juez cuál fue la verdadera voluntad del causante y discernir claramente el fin económico que éste persiguió, para atenerse a él en la interpretación. No puede entonces existir un sometimiento forzoso al sentido literal de las palabras usadas, aunque, naturalmente, tampoco cabe prescindir de ellas (Conf. CNCiv., sala C, 30/08/1977, LA LEY 1979-B , 671). El arbitrio judicial tiene por límite el objeto de la interpretación que es penetrar en el proceso volitivo del testador, desentrañando su verdadero pensamiento para que él gobierne la transmisión sucesoria. Por ello, no siendo el juez un corrector, ha de aceptar el testamento tal como está redactado, extrayendo su posible sentido y aplicando las reglas de la sana crítica al elemento material en que la voluntad debe descubrirse, cuidando de no desnaturalizar una cláusula so pretexto de interpretarla, para no convertirse de intérprete en disponente (Conf. CNCiv., sala C, 07/11/1995, DJ 1999-1, 976).

                              Las cuestiones o dudas que generen la interpretación del testamento o la voluntad interna del testador, es materia librada al prudente arbitrio judicial conforme a las particularidades del caso (Conf. CNCiv., sala G, 03/12/1980, AR/JUR/2388/1980).

                                IV. En la actualidad, el derecho civil tiende a reaccionar contra la excesiva divisibilidad de los patrimonios. De ahí que los códigos más modernos contengan normas tendientes a evitar los graves perjuicios que puede traer aparejada la consagración de un principio tan amplio como el establecido por el art. 3452 del Código Civil, cuando faculta a cualquiera de los herederos o sus acreedores para pedir la partición de la herencia en cualquier momento, y por pequeña que sea la parte que les corresponda en la comunidad.


                                 Se considera que el mayor inconveniente no se halla en la indivisión hereditaria, en sí misma, sino en la falta de una adecuada y equitativa organización tendiente a evitar las diferencias entre los comuneros.


                                  Por ello, tratándose de bienes hereditarios, la ley 14.394 introdujo una importante modificación respecto del régimen del Código Civil, al permitir que sea dejado de lado el principio del art. 3452.


                                  En dicha ley pueden distinguirse distintos casos de indivisión, figurando en primer término la impuesta por el testador.


                      De acuerdo con el art. 51 de la ley 14.394: “Toda persona podrá imponer a sus herederos, aun forzosos, la indivisión de los bienes hereditarios, por un plazo no mayor de diez años. Si se tratase de un bien determinado, o de un establecimiento comercial, industrial, agrícola, ganadero, minero, o cualquier otro que constituya una unidad económica, el lapso de la indivisión podrá extenderse hasta que todos los herederos alcancen la mayoría de edad, aun cuando ese tiempo exceda los diez años. Cualquier otro término superior al máximo permitido, se entenderá reducido a éste. El juez podrá autorizar la división, total o parcial, a pedido de la parte interesada y sin esperar el transcurso del plazo establecido, cuando concurran circunstancias graves o razones de manifiesta utilidad o interés legítimo de tercero”.

                         La ley faculta al testador para imponer a sus herederos, aun forzosos, es decir, legitimarios, la indivisión de los bienes hereditarios por un plazo no mayor de diez años. Sin embargo la propia norma prevé dos excepciones a dicho plazo. 

                         La primera lo amplía, ya que si se trata de un bien determinado, o de un establecimiento comercial, industrial, agrícola, ganadero, minero o cualquier otro que constituya una unidad económica, la indivisión puede extenderse hasta que todos los herederos alcancen la mayoría de edad. Con ello, el plazo puede ir mucho más allá de los diez años, por lo que podría llegar a dieciocho años (art. 128 del Cód. Civil).


                        La otra excepción, en cambio, no extiende el plazo sino que permite reducirlo, al facultar a la parte interesada a solicitar ante el Juez la división total o parcial, antes de transcurrido el impuesto por el testador, siempre que medien circunstancias graves o de manifiesta utilidad o interés legítimo de tercero.


                          En el caso se está ante una indivisión de la totalidad del acervo hereditario, comprensivo de los inmuebles y muebles, estos últimos, por cierto presumiblemente valiosos, atento la existencia de acciones societarias, cabezas de ganado, maquinarias, inversiones en divisas extranjeras, mobiliarios de varios inmuebles, tres automotores, etcétera. 

                           Es evidente que la intención del causante al testar, además de imponer la indivisión de toda la masa hereditaria, ha sido la de favorecer a su hijo Gastón, en detrimento de los derechos de sus otros dos descendientes, al tiempo que intentó asegurar la situación económica de la Sra. Martínez. En efecto, luego de fijar el plazo de la indivisión de sus bienes en diez años, aclaró que el objeto era: dar manutención para la habitación de la compañera de sus últimos años Graciela Ramona Martínez y mantener la explotación de dicho campo.

                           Ahora bien, aun cuando la idea contraria está presente en la sentencia apelada, especialmente, a través de las manifestaciones vertidas por el magistrado de la anterior instancia a fs. 173 y vta., no tengo ninguna duda en el sentido que no ha sido voluntad del testador limitar la indivisión a un bien determinado ni al establecimiento agrícola y ganadero como constitutivo de la unidad económica, más allá que exista coincidencia no siempre mantenida entre todos los interesados en cuanto a que el campo de propiedad de la sociedad y el integrante del haber hereditario asumen ese carácter.

                     Es clásica la definición que diera Guastavino cuando afirmó que se entiende por unidad económica un conjunto de bienes materiales e inmateriales que, armonizados en función productora por el orden establecido por la dirección de un organizador, no podría continuar su función de producción o ésta disminuiría considerablemente, si soportase la separación de algunos de sus elementos. Por lo tanto, a los fines de la norma, no son unidades económicas, aquellas empresas que por su estructura económica o jurídica pueden soportar una división sin más consecuencia que una proporcional reducción de la producción (Conf. Guastavino, Elías Pedro, “Indivisión impuesta por el cónyuge supérstite”, JA, 1957-II-30, secc. Doctrina).

                      Como ya dije, descarto que en autos se presente esa situación, porque la voluntad del causante ha sido la de imponer la indivisión a todos sus bienes, incluidas las acciones de que era titular en la sociedad anónima.

                      Ahora bien, cuando la comunidad recae sobre la herencia “sin consideración a su contenido particular”, la disposición del testador equivale a impedir la partición entre los herederos, quienes deberán continuar en la indivisión hereditaria (Conf. Zannoni, Eduardo, "Derecho de las sucesiones", Tomo I, p. 619).


                      Sin embargo, el art. 51 de la ley 14.394 en su última parte faculta al juez a autorizar la división, total o parcial, a pedido de la parte interesada y sin esperar el transcurso del plazo establecido, cuando concurran circunstancias graves o razones de manifiesta utilidad o interés legítimo de tercero.


                       Quedan involucrados todos los casos en que, conforme a las circunstancias, pudiera ser conveniente o necesario proceder a la partición anticipada de los bienes indivisos (Conf. Zannoni, ob. cit., p. 622).


                        Si se compara este texto con el del art. 52 de aquella ley, se verifica que en éste se faculta a cualquiera de los herederos para solicitar la división antes del vencimiento, siempre que mediaren causas justificadas. Y, además, les está permitido convenir una partición temporaria de uso y goce de los bienes.


                       En este supuesto, el juez debe ser menos severo en la apreciación de los motivos que fundan el pedido de división, ya que a diferencia del caso anterior, no se habla de circunstancias graves o de razones de manifiesta utilidad, sino simplemente, de causas justificadas, si bien debe mediar una razón importante y sobreviniente al convenio (Conf. Borda, Guillermo, “Sucesiones”, Tomo I, p. 414).


                        Pues bien, en el caso no se advierte que existan circunstancias graves ni razones de manifiesta utilidad ni el interés legítimo de un tercero que conduzcan a dejar sin efecto la indivisión o a limitarla cuantitativamente.


                         Por otra parte, al no haber sido tasada la totalidad de los bienes, es muy difícil afirmar en el momento actual si se ha violado o no la legítima, a pesar de lo sostenido en sentido afirmativo y reiterado por el juez a-quo. 


                         Además, debe tenerse presente que el art. 3602 del Código Civil dispone que “Para fijar la legítima se atenderá al valor de los bienes quedados por muerte del testador. Al valor líquido de los bienes hereditarios se agregará el que tenían las donaciones, aplicando las normas del art. 3477. No se llegará a las donaciones mientras pueda cubrirse la legítima reduciendo a prorrata o dejando sin efecto, si fuere necesario, las disposiciones testamentarias”.


                         Para determinar el valor de la legítima se deben justipreciar los bienes y derechos que hayan quedado a la muerte del testador y deducir de ellos las cargas y deudas de la sucesión y, por último, adicionarle el valor de las donaciones que hubiere hecho el causante, a herederos o terceros, calculando ese valor en la forma establecida en materia de colación (Conf. Azpiri, Jorge O., “Derecho Sucesorio”, p. 604).


                         A su vez, el art. 3593, según la redacción de la ley 23.264, establece que la porción legítima de los hijos es cuatro quintos de todos los bienes existentes a la muerte del testador y de los que éste hubiera donado, observándose en su distribución lo dispuesto en el art. 3570.


                         Por todo ello, en el estado actual de estos procesos, no es factible establecer la cuantía de la legítima, o si se quiere de la porción disponible, en otras palabras, cuál será la entidad económica del quinto o de los cuatro quintos, según desde el punto de vista que se enfoque la cuestión.


                         No se trata de que haya coincidencia o no entre los herederos en cuanto a que la porción de que podía disponer el causante sin afectar la legítima es del quinto, como lo sostiene el juez a-quo. Ello es establecido por el Código Civil, a través de normas de incuestionable orden público, inderogables por los particulares. 


                         Además, escapa al objeto aquí debatido, tal como ha quedado limitado en función de lo acordado en la audiencia de diciembre de 2011, la determinación de la legítima, por lo que todo lo dicho por el magistrado de grado sobre el particular en los considerandos debe tenerse por no escrito por violentar el principio de congruencia. El Código Procesal lo consagra en el art. 34, inc. 4º, que impone a los jueces el deber de respetar, en el pronunciamiento de las sentencias definitivas o interlocutorias, “el principio de congruencia”, y en el art. 163, inc. 6º, según el cual la sentencia definitiva debe contener “la decisión expresa, positiva y precisa de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio, declarando el derecho de los litigantes y condenando o absolviendo de la demanda y reconvención, en su caso, en todo o en parte”.


                      Igualmente debo poner de resalto la notoria contradicción que se advierte en el pronunciamiento apelado, que por un lado, mantiene la indivisión de la masa hereditaria por diez años y, por otro, sostiene que nada obsta a partir el resto de los bienes, luego de garantizado el legado a favor de la Sra. Martínez, agregando que nada impide que todos los herederos puedan percibir los frutos de la explotación durante el período de indivisión que resta cumplimentar.

                       Indivisión y partición son términos inconciliables, más allá de que se hable de una partición provisional para aludir al caso en que los coherederos o condóminos se limitan a dividir el uso y goce de la masa hereditaria o de la cosa común, respectivamente.

                      La partición que pone fin a la comunidad hereditaria o al condominio se denomina partición definitiva, si bien el art. 3464 del Cód. Civil expresa que "la partición se reputa meramente provisional, cuando los herederos sólo hubiesen hecho una división de goce o uso de las cosas hereditarias, dejando subsistir la indivisión en cuanto a la propiedad. Tal partición, bajo cualesquiera cláusulas que se haga, no obstará a la demanda de la partición definitiva que solicite alguno de los herederos".


                       La denominación de "partición provisional" no es adecuada, ya que si la partición es la forma normal de extinción del condominio, convirtiendo las partes ideales en lotes materiales, mal puede hablarse de partición, aunque con el calificativo de "provisional", puesto que la comunidad subsiste y lo único que se hace es delimitar de común acuerdo el ámbito físico en el que cada condómino podrá ejercer las facultades de uso y goce.


                          La doctrina francesa creó la figura y le dio la denominación de "partición provisional", pero ella encierra bastante impropiedad, pues aparte de que no responde a la idea de terminar con la comunidad hereditaria, el apelativo "provisional" no resulta convincente: lo provisional debe tener el mismo objeto que lo definitivo, aunque sin la nota de definitividad; y en esta llamada "partición provisional", el objeto es diferente de la partición definitiva (Conf. Pérez Lasala, José Luis (autor); Pérez Lasala, Fernando (colab.), “Curso de derecho sucesorio”, Editorial  Abeledo  Perrot, Edición: 2007, Abeledo Perrot Nº: 9206/005259).


                   Al tratar Aubry et Rau la partición sucesoria cuando es el resultado de un acuerdo entre los coherederos, sostienen que, si bien los efectos serán reglados por ellos, consisten en general en dar a cada uno el derecho de hacer suyos los frutos que recojan sobre los bienes que hayan caído en su lote (Conf. Aubry, C. et Rau, C., “Cours de Droit Civil Français  d'après  l'ouvrage  allemand de C.S. Zachariae, troisième  édition, Paris, 1857, Tomo V,  § 623, p. 250).

                     La liquidación es el único medio de disolver la comunidad. Los autores están contestes en que la partición provisional no constituye, en puridad, partición La mal llamada partición provisional no es, en realidad, sino un medio cualquiera de administración (Conf. Legón, Fernando, “La declaratoria de herederos y la desintegración de la comunidad hereditaria”, Revista del Notariado 415, 61).  

                     Además de la previsión del supuesto de partición provisional, cuando los herederos sólo hubieran hecho una división de uso o goce de las cosas hereditarias, dejando subsistente la indivisión en cuanto a la propiedad (art. 3464), el art. 52 de la ley 14.394 dispone que: "Los herederos podrán convenir que la indivisión entre ellos perdure total o parcialmente por un plazo que no exceda de diez años, sin perjuicio de la partición temporaria de uso y goce de los bienes entre los copartícipes...".


                       No obstante haberse realizado una partición provisional, cada uno de los copartícipes tiene el derecho de demandar una partición definitiva. Se ha dicho en tal sentido que la circunstancia de haberse distribuido entre los condóminos el uso y goce exclusivo de sectores del inmueble, no implica renuncia al derecho de solicitar la partición (Conf. CNCivil, Sala C, 2-5-72, LL 149-611), pero este principio no es aplicable al caso ante la vigencia de la cláusula de indivisión, que vencerá en principio y de no presentarse alguna situación especial sobreviniente, en junio de 2019.

                        Se ha sostenido en uno de los escasos fallos existentes sobre el tema que uno de los objetivos del convenio extrajudicial de la división de los bienes comunes no puede residir sino en permitir a los comuneros que lo suscriben hacer suyos los frutos percibidos en sus lotes respectivos mientras se concretaba la partición (Conf. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Trenque Lauquen, 30/05/1991, elDial.com - W8BE3); y que tratándose de un condominio temporalmente indivisible, el juez teniendo en cuenta la naturaleza de la cosa, podrá dividirla materialmente, a los efectos del uso y goce o bien decidir un uso sucesivo, sin perjuicio de la posibilidad de requerir una compensación por el uso exclusivo (Conf. CNCivil, Sala B, 10-7-90, LL 1994-A-15).


                         En síntesis, todos los bienes quedan en indivisión con los demás en cuanto a la propiedad. No se saldrá de ese estado más que por efecto de una partición definitiva o de una reunión de partes que haga inútil toda partición. Hasta tanto ésta no ocurra, sólo el uso o el disfrute de los bienes se puede dividir, persistiendo la indivisión en cuanto a la nuda propiedad. 


                       Por lo tanto, lo único que aquí podrían dividir los tres herederos es el uso y goce de los bienes si así lo consideran adecuado a sus intereses y compatibilizan sus posiciones antagónicas, pues esta modalidad tan peculiar de partición tiene en estos casos ineludible origen convencional.


                       V. En base a todo lo expuesto en los considerandos que anteceden y exclusivamente en virtud de las argumentaciones contenidas en ellos, propiciaré la confirmación parcial de la sentencia apelada sólo en cuanto mantiene la indivisión de los bienes por el término de diez años, revocándola en todo lo relacionado con la posibilidad actual de efectuar la partición, incluida la designación de audiencia para nombrar peritos a esos fines y con la aclaración de que se tendrán por no escritas todas las manifestaciones relacionadas con la legítima y su eventual violación.


                          VI. Las costas se imponen en el orden causado atento las peculiaridades del caso y el resultado de los recursos (arts. 68 y 71 del Código Procesal).

                                  Los Señores Jueces de Cámara Doctores Carranza Casares y Bellucci votaron en igual sentido por análogas razones a las expresadas en su voto por la Dra. Areán. Con lo que terminó el acto.
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Buenos Aires,                             de Octubre  de 2012.-


         Y VISTOS:

                                  Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, se resuelve: I. Revocar parcialmente la sentencia apelada, en todo lo relacionado con la posibilidad actual de efectuar la partición, incluida la designación de audiencia para nombrar peritos y con la aclaración de que se tendrán por no escritas todas las manifestaciones relacionadas con la legítima y su eventual violación. II. Confirmarla exclusivamente en cuanto mantiene la indivisión de los bienes por el término de diez años, con costas de alzada en el orden causado. III. Los honorarios de los profesionales intervinientes serán regulados una vez fijados los de primera instancia. Se deja constancia de que la publicación de esta sentencia se encuentra sujeta a lo establecido por el art. 164, segundo párrafo del Código Procesal. Agréguese copia íntegra y adverada de la presente al expediente acumulado. Notifíquese regístrese y devuélvase. BEATRIZ AREÁN – CARLOS ALFREDO BELLUCCI – CARLOS CARRANZA CASARES- ES COPIA.
